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rentes posturas que se han dado en el tiempo, ofreciendo una elaborada explicacién de las
mismas para, tras abordar casuisticamente la problemética de la responsabilidad precon-
tractual, aportar respuestas concretas a las diversas cuestiones que plantea la materia.

La obra se estructura en dos partes bien diferenciadas. Bajo el titulo de «Doctrina
General de la responsabilidad precontractual», la autora introduce el tema, desarrolldn-
dolo, primero, desde el punto de vista histérico. Aborda, seguidamente y en palabras de
la profesora Garcia Rubio, «las violaciones de la buena fe que, de forma mds frecuente,
dan origen a responsabilidad» precontractual, para terminar con un relato y anélisis cri-
tico de las distintas posiciones en torno a la naturaleza —contractual o extracontrac-
tual— de la culpa in contrahendo, cuestién que determinaré el régimen juridico de la
misma, exponiendo, por 1ltimo, las tesis sostenidas por la doctrina y la jurisprudencia.
Destaca la autora lo dificil de llegar a una «determinacién de la calificaci6n técnico-
jurfdica de la responsabilidad precontractual», cuestiondndose al tiempo la utilidad de
tal determinacién, para llegar a la conclusién de que lo m4s conveniente es analizar
caso por caso la materia y escoger el modelo que mejor se adapte a sus caracteristicas.

Desde este punto de vista comienza la segunda parte de la monograffa, bajo la
ribrica de «Supuestos tipo de responsabilidad precontractual. (Presupuestos y efec-
tos)». Se acomete la presentacién y andlisis de estos supuestos tipo, para lo cual ha
escogido la profesora Garcia Rubio una clasificacién en tres bloques —Ila ruptura injus-
tificada de las negociaciones y las distintas hip6tesis en que la celebracién de un con-
trato invélido y la celebracién de un contrato vélido dan lugar a responsabilidad pre-
contractual— tratando, seguidamente, la disciplina juridica de la figura, en la que, dada
la dificultad de determinar los limites entre la responsabilidad contractual y extracon-
tractual, la autora opta por analizar «aquellos puntos concretos en los que, en mayor o
menor medida, ain subsisten diferencias apreciables». Se estudian, por tanto, la carga
de la prueba, la responsabilidad del principal por la culpa in contrahendo de sus auxi-
liares, el plazo de prescripcién de la acci6n y la medida del resarcimiento. Termina esta
segunda parte con un andlisis de las posibilidades de insercién de cldusulas modificati-
vas de la responsabilidad precontractual, sus limites y las condiciones de su validez.

Se cierra la obra con un nutrido apéndice bibliogréfico por autores, de gran utilidad
para una posible profundizacién o investigacion.

La valoracién, en definitiva, que merece esta completa obra es, sin duda, excelente,
tanto por suponer un importante avance en una direccién poco trabajada, como por el
acertado tratamiento casuistico del tema, asi como por la magnifica redaccion de la
obra que, sin perder ni un 4pice de rigor cientifico y doctrinal, hace que su lectura sea
facil y amena, y por demostrar un gran esfuerzo de estudio de investigacién del Dere-
cho comparado y la doctrina extranjera. Hemos de sumarnos, pues, a la felicitacién
que, en el prélogo de la obra, le hace el profesor Lete del Rio a la autora, y a la reco-
mendaci6n de una atenta lectura de este valioso trabajo.

SANTIAGO-DAVID MEDIANO CORTES

GETE-ALONSO Y CALETA, Maria del Carmen, y BLASCO GASCO, Francisco
de P.: «La nueva regulacién de la filiacién en el Derecho Catalan», Edit. Tirat
lo Blanch, Valencia, 1992, 146 paginas.

La Ley catalana 7/1991, de 27 de abril, de filiaciones, constituye, sin duda alguna,
uno de los trabajos legislativos mé4s interesantes y polémicos de los dltimos afios.
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Segtin se expone en su predmbulo, con esta ley se pretende una «regulacién auténo-
ma y autosuficiente» de la filiacién, que hasta entonces no tenfa en Catalufia, pues la
compilacién sélo dedicaba a la materia dos articulos —que son derogados por la propia
ley—, lo que provocaba hasta el momento una gran dependencia del C6digo Civil. Y
con la nueva regulaci6n se ha tratado de excluir la aplicacién supletoria de las reglas
del citado Cédigo.

No obstante es de destacar que le Tribunal Constitucional, por providencia de 13 de
agosto de 1991, admitié a trdmite el recurso de inconstitucionalidad nimero
1805/1991, planteado por el Presidente del Gobierno contra los articulos 1, 2.1, inciso
tercero, 2.2,3.1, 4,5, 6,7, 8,9 15, 16, 17, 18, 19, 20 y 21 de la citada ley, invocdndose
el art. 161.2 de la Constitucién, lo que ha producido la suspensi6n de la vigencia y apli-
cacién de tales preceptos desde la fecha de su impugnacion para las partes del proceso
(que fue el 9 de agosto) y para terceros desde la publicacién de la suspensién en el
“B.O.E.” (que fue el 20 de agosto). El argumento bésico que se alega es la distribucién
de competencias entre el Estado y la Comunidad Auténoma. Recientemente, por Auto
de 23 de enero de 1992, el Tribunal Constitucional ha acordado levantar la citada sus-
pensién.

La citada ley consta de 21 articulos (distribuidos en tres capftulos relativos, respec-
tivamente, a la determinaci6én acciones y efectos de la filiacién), tres disposiciones
transitorias y una derogatoria. Y a pesar de su titulo (ley «de filiaciones»), es de desta-
car que Unicamente trata de la filiacién por naturaleza y de la filiaci6én derivada de las
técnicas de reproduccién asistida, pero omite cualquier referencia a la filiacién adopti-
va, que ha tenido con posterioridad su propio desarrollo legislativo.

El principio bésico de la reciente ley es el de la verdad biol6gica, principio de gran
arraigo en el Derecho cataldn. No obstante, se encuentra debidamente conjugado con el
principio del «favor filii», hasta el punto que en algunos supuestos prima este dltimo
sobre el primero.

Los autores de la presente obra han realizado una interpretacién sistemética y con-
junta de toda la ley, destacando las diferencias méds notables que se observan con res-
pecto a la regulacién del Cédigo.

En el Capitulo I se estudia la determinacion de la filiacién por naturaleza, distin-
guiendo entre la matrimonial (afirmando los autores que la forma m4s correcta de dees-
cribir sintéticamente la misma es hacer hincapié en la existencia del matrimonio, con
independencia de si los padres y lo son biol6gicamente o no) y la no matrimonial.
Como novedades a destacar en la ley catalana son de citar las siguientes:

— el alcance, segiin se expresa literalmente en uno de sus preceptos, de la presun-
cién de paternidad del marido a los nacidos después de los trescientos dias siguientes a
la disolucién del matrimonio o a la separacién efectiva, sea legal o0 de hecho, de los
cényuges, siempre que se pueda probar cumplidamente, mediante toda clase de prue-
bas, que nacieron de relaciones conyugales (tal precepto adolece de un error de redac-
ci6n, ya que contradice la primera parte del mismo; en realidad lo tnico que afirma es
que el hijo puede ser matrimonial, aunque nazca después de los trescientos dias
siguientes a la separacién —en ningiin caso a la disolucién— si se prueba que nacieron
de relaciones conyugales);

— la imposibilidad de destruir la presuncién de paternidad que ampara al hijo naci-
do dentro de los ciento ochenta dias siguientes a la celebracién del matrimonio, si el
marido conocié el embarazo antes de contraer matrimonio (cuestién derivada en gran
medida del estado social de que quien se casa conociendo el embarazo de la madre, o
es ¢l padre o ésta dispuesto a actuar como padre), o reconocié de cualquier forma su
paternidad (no se refiere al reconocimiento formal, sélo posible en la filiacién no matri-
monial, sino a cualquier manifestacién expresa o técita de la que se derive la admisién
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de la paternidad), o la madre demuestra la existencia de relaciones sexuales con el
marido durante el periodo legal de la concepcién;

— establece la presuncién de paternidad no matrimonial (que no es un medio de
determinaci6n de la filiacién, como ocurre en Ja presuncién de paternidad matrimonial,
sino un medio de prueba que facilita tal determinaci6n);

— distingue entre hombre y mujer en cuanto a la capacidad para el reconocimien-
to, exigiendo una edad minima al varén (por razones, segiin los autores, puramente
bioldgicas: la capacidad de procreacién);

— somete la validez del reconocimiento realizado por un menor o incapacitado a la
aprobaci6n judicial (cuya finalidad es comprobar la verosimilitud de la relacién paterno
materno/filial, en atenci6n al principio de la verdad biol6gica);

— la necesidad, como requisito de eficacia, de que el reconocimiento de un hijo
mayor de edad (o emancipado) sea consentido por él mismo (en atencién al principio
del «favor filii»)";

— la necesidad, con caricter general, de la aprobaci6n judicial en el caso de reconoci-
miento de hijo menor de edad o incapacitado (que no se trata de un juicio de oportunidad o
conveniencia sobre el establecimiento de la filiacién, sino un juicio de verosimilitud)...

Por otra parte, la ley catalana no regula cuestiones como el reconocimiento del hijo
incestuoso (problema que solucionan los autores entendiendo que se somete a las reglas
generales), o el reconocimiento del hijo ya fallecido (propugnando los autores que
dicho reconocimiento, por analogfa, debe contar con el consentimiento de los descen-
dientes mayores de edad o con la aprobacién judicial si tales descendicentes son meno-
res o incapacitados).

El Capitulo II trata de la filiacién en las técnicas de reproduccién asistida, estudidn-
dose tanto la determinacién de la filiacién derivada de la inseminaci6n artificial como
la fecundacién asistida «post mortem». Es de destacar que la filiacién derivada de téc-
nicas de reproduccién asistida se regula en la ley catalana con mayor claridad y rigor
cientifico que en la Ley de 22 de noviembre de 1988, siendo plausible que se regule tal
ateria en una norma sustantiva y civil, y no en una norma de naturaleza adminsitrativo-
sanitaria, como ocurre con la Ley de 1988.

En el Capitulo III se analiza el contenido de la filiacién. La ley catalana distingue,
con gran oportunidad, entre «establecimiento» de la filiacién (cuyos efectos son los
tfpicos en esta materia, es decir, determina los alimentos, la patria potestad, los dere-
chos sucesorios y los apellidos), y «mera determinacién» de la misma (cuyos efectos
son més restringidos, pues no produce derecho alguno a favor del progenitor, y queda
siempre asegurada su obligacién de velar por los hijos y procurarles alimentos).

Y los efectos de la declaraci6n de filiacion quedan limitados a la mera determina-
cién de dicho estado, si media peticién del hijo mayor de edad o de su representante
legal (es decir, no opera de forma automética, a diferencia del art. 111 del Cédigo
Civil, sino a instancia de parte), ademds de en dos supuestos similares a los previstos en
el citado art. 111, «si el reconocimiento se ha realizado de mala fe o con abuso de dere-
cho notorio» (auténtica novedad con respecto al Cédigo, y que va a plantear no pocos
problemas interpretativos).

Segiin los autores, esta mera determinacién de la filiacién puede indicar que aun, en
cierta medida, persiste en el Derecho cataldn la mera accién de investigacién de la
paternidad/maternidad, cuya tnica funci6én es conseguir la verdad biol6gica e imponer
a los progenitores deberes, no derechos.

En el Capitulo IV analizan los autores las acciones de filiacién. En esta materia se
observan igualmente notables diferencias con respecto al Cédigo Civil, siendo de desta-
car las siguientes: admite que el progenitor no matrimonial pueda siempre reclamar la
filiacién si su reconocimiento no ha resultado eficaz por no cumplirse los requisitos
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complementarios exigidos al efecto (el C6digo sélo lo permite si existe posesién de
estado); permite que la madre pueda, en nombre propio, impugnar judicialmente la
paternidad del marido, si bien s6lo en supuestos determinados; suprime toda referencia
a la posesién de estado, como elemento determinante de la distinta legitimacién en los
procesos de filiacién; regula expresamente la legitimacién pasiva en los procesos de
filiacién...

Y, por tltimo, concluye la obra con un capitulo dedicado a las reglas transitorias y

derogatoria de la ley. Toax Pozo V
UAN P0zo VILCHES

MARTINEZ, SANZ, F.: La representacién proporcional de la minoria en el Conse-
jo de Administracién de la Sociedad Anénima, Civitas, Madrid, 1992, 130 pp.

La regulacién del sistema proporcional para el nombramiento de los miembros del
Consejo de Administraci6n, contenida en el articulo 137 LSA (Texto refundido, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1.564/1989, de 22 de dicembre), ha sido objeto de
desarrollo reglamentario por el Real Decreto 821/1991, de 17 de mayo. Del anélisis de
este Real Decreto se ocupa la obra que recensionamos. En ella, el autor, més aild de
una escueta exposicion de su contenido normativo, ofrece al lector un estudio serio y
detenido, dotado de singular claridad, de una modalidd de designacién de administra-
dores en el seno de la sociedad an6nima que ha sido utilizada de forma excepcional
dentro y fuera de nuestras fronteras. En el &mbito interno, por la insuficiente y defec-
tuosa regulacion que ofrecia el Decreto de 29 de febrero de 1952 (el cual desarrollaba a
su vez el articulo 71, pérrafo segundo, incisos segundo a cuarto, de la Ley de Régimen
Juridico de las Sociedades Anénimas, de 17 de julio de 1951). En el 4mbito externo,
porque se impone el deseo de preservar el ius electionis de la Junta general frente a un
sistema que permite el acceso de la minoria al seno del Consejo de Administracién,
(pp- 152a32)

En principio, el autor considera que fundamento ultimo del Real Decreto 821/1991
lo constituyen tanto su finalidad protectora de los intereses de las minorias, cuanto el
deseo de dotar al derecho de representacién proporcional de un contenido minimo e
inderogable. Junto a ello, se sefiala que el d4mbito de aplicacién de la norma no sélo
viene reducido a la sociedad anénima y a la sociedad de responsabilidad limitada, sino
que, al mismo tiempo, la excepcionalidad que caracteriza a este sistema de eleccién de
los miembros de Consejo de Administracién impedira su extensi6n a la propia eleccién
de los miembros de la Comisién liquidadora o a la designacién de los vocales del Con-
sejo que hayan de formar parte de la Comisién ejecutiva (pp. 33 a 43).

Tras estas consideraciones introductorias y a lo largo de cuatro capitulos, el autor
lleva a cabo su intencién manifiesta de dedicar particular atencién a aquellas noveda-
des del citado Real Decreto que pueden hacer del sistema de representacién propor-
cional un mecanismo efectivo y préctico de tutela de la minorfa. Asi, se abordan los
presupuestos que permiten el ejercicio del derecho de representacién proporcinal,
(pp. 43 a 71), los problemas que plantea la actuacién practica de ese derecho potesta-
tivo de la minoria, (pp. 73 a 94), los efectos del nombramiento por el sistema de
representacién proporcional, (pp. 95 a 110) y las cuestiones relativas a la constata-
cién de la agrupacién de acciones en el acta de la Junta y en las propias acciones,
(pp. 11 a 120).

En orden a los presupuestos que permiten el ejercicio de este derecho (existencia de
una o més vacantes en el Consejo de Administracién al momento de celebrarse la Junta
General y necesidad de que se agrupen acciones con derecho a voto) se observa que,
por un lado se trata de facilitar dicho ejercicio, al permitir la agrupacién de acciones



